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de los artículos 9 a 13 de la segunda parte, a las que es
aplicable el procedimiento de conciliación obligatoria
establecido en el anexo. Esta distinción plantea una
cuestión más amplia de filosofía y enfoque jurídicos.
Como cuestión de principio, el orador preferiría que to-
das las controversias que surjan de la futura convención
sobre la responsabilidad de los Estados se solucionen
por medio de un procedimiento eficaz, completo, expe-
dito y viable que implique una decisión obligatoria. Las
controversias podrían someterse a la propia CU o a otro
órgano de ese tipo, por ejemplo una corte penal interna-
cional en el caso de las controversias que impliquen crí-
menes internacionales. El orador se da desde luego ple-
na cuenta de las limitaciones prácticas de esta posición
de principio en la situación actual de la comunidad in-
ternacional.

66. Es cierto que la CU como principal órgano judi-
cial de las Naciones Unidas, debería ocuparse de la solu-
ción de controversias relativas a las violaciones de jus
cogens y de los crímenes internacionales. Esto contri-
buiría a promover la autoridad y jurisdicción de la Cor-
te y constituiría una respuesta al reciente llamamiento
hecho por el Presidente de la Corte el 29 de abril de
1986, con motivo de su 40." aniversario, para que los Es-
tados «exploren y exploten todas las posibilidades que
se ofrecen [...] de solución judicial» con la esperanza de
que la Corte se convierta en el foro habitual en que los
gobiernos resuelven normalmente las controversias in-
ternacionales. Tendría también la importante finalidad
de dar forma concreta y autorizada en casos específicos
a los conceptos de jus cogens y crimen internacional.

67. Como ha señalado el Relator Especial en el párra-
fo 3 del comentario al proyecto de artículo 4, las contro-
versias referentes a las consecuencias jurídicas adiciona-
les de la agresión, de la que trata el proyecto de
artículo 15 de la segunda parte, deben resolverse en pri-
mer lugar de conformidad con las disposiciones perti-
nentes de la Carta de las Naciones Unidas. Pero nada
impide que el órgano competente de las Naciones Uni-
das, primordialmente el Consejo de Seguridad o la
Asamblea General, remitan los aspectos jurídicos de la
presunta agresión a la CU para que ésta tome una deci-
sión en forma de una opinión consultiva o de otra mane-
ra. Al orador se le ocurre al menos una situación actual
en que este procedimiento sería el más adecuado, y
comprueba complacido que el Sr. Koroma ha hecho la
misma observación.

68. Con respecto a la cuestión de las reservas, el ora-
dor se inclina a aceptar las disposiciones del proyecto de
artículo 5, aunque cree que merece ser tenida en cuenta
la sugerencia hecha por otros miembros de que la dispo-
sición clave sobre las reservas debería dejarse para una
futura conferencia diplomática.

69. En cuanto al anexo, el orador observa que su con-
tenido se ha adaptado de las disposiciones correspon-
dientes de la Convención de Viena sobre el derecho de
los tratados, de 1969, y de la Convención de las Na-
ciones Unidas de 1982 sobre el derecho del mar. El ora-
dor participó en la elaboración de ambas Convenciones
y considera el modelo sumamente adecuado.

70. Para concluir, apoya la sugerencia de que el pro-
yecto de artículos de la tercera parte se remita al Comité
de Redacción.

Se levanta la sesión a ¡as 13.05 horas.
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Modo de «hacer efectiva» la responsabilidad
internacional y solución de las controversias

(tercera parte del proyecto de artículos)3 (conclusión)

PROYECTO DE ARTÍCULOS
PRESENTADO POR EL RELATOR ESPECIAL

(conclusión)

SÉPTIMO INFORME DEL RELATOR ESPECIAL y
ARTÍCULOS 1 A 5 Y ANEXO4 (conclusión)

1. El Sr. RAZAFINDRALAMBO dice que la tercera
parte del proyecto establece un mecanismo que se apli-
cará en los casos en que las partes no hayan previsto
otro procedimiento de solución pacífica de controver-
sias. Contiene, pues, normas de carácter supletorio que
no tienen otro objeto que suplir la falta de disposiciones
sobre la solución de controversias en los convenios ce-

' Reproducido zn Anuario... 1985, vol. Il (primera parte), pág. 3.
2 Reproducido en Anuario. ..1986, vol. II (primera parte).
1 La primera parte del proyecto de artículos (Origen de la responsa-

bilidad internacional), cuyos artículos 1 a 35 han sido aprobados en
primera lectura, figura en Anuario... 1980, vol. II (segunda parte),
págs. 29 y ss.

Los artículos 1 a 5 de la segunda parte del proyecto (Contenido, for-
mas y grados de la responsabilidad internacional), que fueron aproba-
dos provisionalmente por la Comisión en sus períodos de sesiones 35.°
y 37.°, figuran en Anuario... 1985, vol. II (segunda parte), pág. 26.
Para el texto de los restantes proyectos de artículos de la segunda par-
te, proyectos de artículos 6 a 16, remitidos al Comité de Redacción
por la Comisión en sus períodos de sesiones 36.° y 37.% ibid., pág. 21,
nota 66.'

4 Para los textos, véase 1952." sesión, párr. 1.
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lebrados por los Estados. Debería, por lo tanto, disipar
las dudas de los miembros de la Comisión a quienes
preocupa la posibilidad de que el Relator Especial haya
excluido implícitamente la aplicación, en las materias
relacionadas con la responsabilidad de los Estados, de
los procedimientos de solución contenidos en diversos
instrumentos internacionales en vigor.

2. La relación entre las partes segunda y tercera del
proyecto es muy estrecha, y el propio Relator Especial
(1952." sesión) ha puesto de relieve la interrelación entre
las disposiciones de fondo y las de procedimiento. Co-
mo la segunda parte versa sobre las consecuencias jurí-
dicas de un hecho internacionalmente ilícito, es lógico
deducir que las tres partes del proyecto constituyen un
todo coherente. Ese aspecto no se ha destacado con sufi-
ciente claridad en los proyectos de artículos de la tercera
parte, ya que ninguno de ellos remite expresamente a
ninguna de las disposiciones de la primera parte, pero se
debe tener presente cuando llegue el momento de eva-
luar los hechos en una controversia sometida al procedi-
miento de solución.

3. Inspirándose en la Convención de Viena sobre el de-
recho de los tratados, de 1969, el proyecto de artículos
da relevancia a la conciliación obligatoria y atribuye una
función principal al arreglo judicial. Si bien es posible
que los Estados convengan unánimemente en someterse
a la conciliación obligatoria, no se puede decir lo mismo
del arreglo judicial exclusivo y obligatorio, procedi-
miento que preconiza el Relator Especial, especialmente
dado que parece excluir el arbitraje, que con ocasión de
la elaboración de la Convención sobre el derecho de los
tratados, fue considerado, sin embargo, como otra posi-
bilidad razonable para sustituir a la jurisdicción obliga-
toria de la CU.

4. La importancia atribuida a la Corte puede muy bien
suscitar problemas graves e impedir que muchos Esta-
dos ratifiquen la futura convención. Aunque la compo-
sición, las decisiones y los procedimientos de la Corte se
han modificado considerablemente en los últimos 10
años, los Estados de reciente independencia no han olvi-
dado la retractación de la Corte en el asunto del Africa
sudoccidental. Con todo, algunas de las decisiones re-
cientes de la Corte ponen de manifiesto que ésta hace
verdaderos esfuerzos por promover el desarrollo progre-
sivo del derecho internacional. Sin embargo, los países
en desarrollo no se han adherido hasta ahora en gran
número a la Convención de Viena de 1969, precisamente
a causa de las disposiciones sobre la jurisdicción obliga-
toria de la CU contenidas en dicha Convención. Es
improbable, por consiguiente, que muchos Estados se
muestren muy entusiasmados con la idea de atribuir a la
Corte jurisdicción exclusiva para resolver las controver-
sias relativas al jus cogens y los crímenes internacio-
nales.

5. Por lo que respecta a las notificaciones a que se re-
fieren los proyectos de artículos 1 y 2 de la tercera parte,
la segunda notificación sólo es necesaria si el Estado
supuestamente lesionado desea adoptar medidas de
reciprocidad en virtud del artículo 8 o medidas de repre-
salia en virtud del artículo 9, ambos de la segunda parte.
Si bien la segunda notificación puede ser deseable antes
de adoptar medidas de represalia, ya que daría un plazo

suplementario de reflexión, no es tan necesaria en el ca-
so de una contramedida adoptada en reciprocidad, que,
para ser eficaz, debe adoptarse inmediatamente y, natu-
ralmente, tiene que ser proporcionada al hecho ilícito
cometido por el Estado autor. El orador comparte la
opinión del Sr. Ogiso (1954." sesión) acerca de todos
esos extremos.

6. En lo que se refiere al proyecto de artículo 1, el Sr.
Reuter (1953.* sesión) ha planteado, con razón, la cues-
tión de la prescripción. Por su parte, el orador no cree
que un Estado pueda basarse en el artículo 1 para for-
mular una reclamación sin ninguna limitación de tiem-
po. La imprescriptibilidad pondría en peligro la estabili-
dad de las relaciones internacionales. La acción penal
establecida en el proyecto de código de crímenes contra
la paz y la seguridad de la humanidad no debe disociarse
de la acción «civil» establecida en el proyecto que se
examina. La acción «civil» debe seguir el mismo curso
que la acción penal. Si este análisis es correcto, el
problema de la prescripción debe regularse en el código
de crímenes, que debería establecer diferentes plazos de
prescripción para los crímenes internacionales y para los
delitos internacionales y enunciar el principio de la indi-
visibilidad de la acción penal y la acción «civil». El
orador hará algunas observaciones sobre el texto de los
artículos 1 y 2 en el Comité de Redacción.

7. Los proyectos de artículos 3 y 4 se refieren a la apli-
cación del procedimiento de solución pacífica de contro-
versias. Sin embargo, a diferencia del apartado a del
artículo 66 de la Convención de Viena de 1969, el apar-
tado a del proyecto de artículo 4 no dispone que una
controversia relativa al jus cogens puede someterse al
arbitraje. A este respecto, el Relator Especial (1952.a se-
sión) ha dicho que el párrafo 1 del proyecto de artículo 3
prevé ya la posibilidad de recurrir al arbitraje, pero esa
explicación no es satisfactoria. La remisión hecha en ese
párrafo al Artículo 33 de la Carta de las Naciones Uni-
das, que trata de los medios generales de solución,
incluido el arreglo judicial, no ha impedido que en el
proyecto de artículo 4 se establezca expresamente la ju-
risdicción de la CU, y sin embargo el artículo 4 no men-
ciona el arbitraje. Agradecería que se le proporcionaran
algunas precisiones sobre ese punto, así como sobre la
falta, en el apartado b del artículo 4, de toda referencia
al artículo 15 de la segunda parte, relativo a la agresión,
y al artículo 19 de la primera parte, relativo a los críme-
nes internacionales. Como el propio Relator Especial ha
dado a entender, el artículo 19 debe mencionarse en
la parte relativa a la solución de controversias. El apar-
tado c del proyecto de artículo 4 tampoco se refiere al
artículo 8 de la segunda parte.

8. El proyecto de artículo 5 excluye la posibilidad de
formular reservas, lo que es lógico dado el carácter indi-
sociable de las disposiciones relativas a las consecuen-
cias jurídicas de un hecho internacionalmente ilícito y a
la solución de controversias. Al igual que el Sr. Lacleta
Muñoz (1954.* sesión), el orador opina que se puede
incluir una disposición general sobre las reservas en las
disposiciones finales del proyecto, si éste ha de someter-
se a una conferencia de plenipotenciarios, en cuyo caso
la Comisión debería dejar a dicha conferencia la deci-
sión sobre esta cuestión.
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9. El anexo propuesto difiere del anexo de la Conven-
ción de Viena de 1969 en que dispone que la comisión de
conciliación resolverá sobre su propia competencia y en
que los honorarios y gastos de la conciliación serán
sufragados por las partes; esas disposiciones están basa-
das en la Convención de las Naciones Unidas sobre el
derecho del mar, de 1982, que a su vez se basa en los
reglamentos sobre conciliación y arbitraje en materia de
litigios de derecho mercantil internacional. También en
este caso, incumbirá a la conferencia de plenipoten-
ciarios decidir si esas innovaciones deben mantenerse.

10. A su juicio, no hay ningún motivo para no seguir
la práctica habitual de la Comisión, por lo que los artí-
culos de la tercera parte pueden remitirse al Comité de
Redacción.

11. El Sr. ROUKOUNAS dice que la aprobación de
disposiciones sobre procedimientos de solución de
controversias por intervención dirimente de un tercero
significaría que el órgano que tuviera que dictar un fallo
estaría facultado, no sólo para determinar si se ha come-
tido o no un hecho ilícito, sino también para decidir
acerca de la reparación. Conviene recordar, sin embar-
go, que la Comisión no tiene previsto examinar qué in-
dicaciones hay que dar al tercero que conozca de una de-
manda de indemnización. ¿Qué importancia debe atri-
buirse al daño causado por un hecho internacionalmen-
te ilícito? La falta de disposiciones a este respecto en la
primera parte del proyecto repercute en la segunda
parte.

12. Con arreglo a la Convención de Viena de 1969, se
puede pedir al órgano judicial internacional a que se so-
mete una controversia que examine sólo un aspecto de
ésta. Cierto es que la Comisión no tiene noticia de nin-
gún asunto en que se hayan aplicado las disposiciones
pertinentes de dicha Convención, pero cabe razonable-
mente poner en tela de juicio el valor práctico de una so-
lución de este género en lo que concierne a la responsa-
bilidad de los Estados. Actualmente, es difícil imaginar
cualquier tipo de aplicación de carácter prejudicial, co-
mo la que existe en derecho interno y en algunos siste-
mas particulares de relaciones internacionales. Por lo
que respecta al tema que se examina, ¿se puede trazar
una línea divisoria entre la posibilidad de someter una
controversia a la CU de conformidad con el artículo 4
de la parte tercera del proyecto y la posibilidad de ini-
ciar el procedimiento de conciliación establecido en el
anexo? ¿Cómo proceder al reparto de funciones?

13. Durante el debate se ha mencionado la elección del
medio de solución de controversias. La enumeración de
los medios que figura en el Artículo 33 de la Carta de las
Naciones Unidas no es exhaustiva. Con todo, las partes,
al elegir uno de los medios apropiados de solución,
siempre tienen que llegar a una solución pacífica de su
controversia. La obligación principal de cualquier pro-
cedimiento de solución pacífica de las controversias es
lograr un resultado, mientras que la libertad de elección
se refiere al medio de conseguirlo, y no un fin en sí mis-
ma. Si las partes no pueden ponerse de acuerdo sobre
uno de los medios de solución enumerados en el Artícu-
lo 33 de la Carta o en cualquier otro instrumento inter-
nacional, la tercera parte del proyecto les ofrece otras
opciones: primero, impedir que la controversia continúe

indefinidamente, y segundo, evitar los riesgos de escala-
da. No obstante, el modo de proceder del tercero y la
atribución de la competencia en el marco de un sistema
coherente plantean problemas.

14. El orador conviene con el Sr. Ogiso (1954.a sesión)
en que el contenido del artículo 6 de la segunda parte del
proyecto, al que remite el proyecto de artículo 1 de la
tercera parte, necesita ser aclarado, ya que el apartado c
del párrafo 1 del artículo 6 incluye una reserva concer-
niente a la materia objeto del artículo de la segunda par-
te. Ahora bien, la finalidad de la reserva no es excluir
dicha materia del ámbito del artículo 6, sino permitir
que el artículo 7 la regule en detalle. Por consiguiente,
la remisión que se hace en el artículo 1 de la tercera parte
al artículo 6 de la segunda parte, también se aplica al
artículo 7 de ésta.

15. Por otra parte, no se debe obligar al Estado le-
sionado a hacer varias notificaciones. El párrafo 3 del
proyecto de artículo 2 está basado en el párrafo 5 del
artículo 65 de la Convención de Viena de 1969, pero en
su formulación actual parece referirse a una notifica-
ción que no ha existido nunca. Quizá se trata de un
mero problema de redacción, pero, a su juicio, debería
haber tan pocas notificaciones como fuera posible.

16. Aunque el artículo 66 de la Convención de Viena
de 1969 habla de una «solución», convendría en el pro-
yecto de artículo 4 mejorar la fórmula «Si [...] no se hu-
biere llegado a una solución conforme al párrafo 1 del
artículo 3». Tratándose de una solución en cuanto al
fondo, el plazo propuesto de doce meses sería más bien
breve, pero, en el caso de una solución de procedimien-
to, ese plazo resultaría demasiado largo. No es suficien-
te utilizar la fórmula del artículo correspondiente de la
Convención de Viena.

17. El proyecto de artículo 4 tiene hasta cierto punto
en cuenta los crímenes internacionales de que trata el
artículo 19 de la primera parte, pero el apartado b se
centra en los derechos y obligaciones adicionales a que
se refiere el artículo 14 de la segunda parte, que se aplica
a diversas situaciones y menciona, no sólo los derechos
y obligaciones del Estado directamente lesionado, sino
también los de «todos los demás Estados». ¿No con-
vendría explicar exactamente en la tercera parte del pro-
yecto lo que se entiende por «todos los demás Estados»?
También sería útil saber por qué se han excluido los ac-
tos de agresión en el procedimiento establecido en el
proyecto de artículo 4. Tiene que determinarse, a la luz
del artículo 15 de la segunda parte, si un crimen interna-
cional o una circunstancia agravante es el elemento deci-
sivo que hay que tener en cuenta para decidir si debe
incluirse o no la cuestión de la agresión en el proyecto.

18. El Sr. BARBOZA dice que, al igual que el
Sr. Reuter (1953.* sesión), observa que el proyecto de
artículos no se refiere a conceptos como los de daño,
culpa y protección diplomática, y que, por lo tanto,
refleja la evolución reciente de la colectividad interna-
cional. El Sr. Sucharitkul (1954.* sesión) ha trazado un
cuadro de la antigua sociedad, cuando se proporcionaba
protección a los inversionistas extranjeros recurriendo a
la coacción o incluso al uso de la fuerza. América Latina
es una de las regiones a las que ese problema afectó en
mayor medida, y fue menester que surgieran la doctrina
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Drago, Carlos Calvo y el sistema interamericano para
contrarrestar las prácticas de los países inversionistas.

19. El que no se haya tenido en cuenta el concepto de
daño es una buena señal, ya que el proyecto de artículos
gira ahora en torno de las violaciones de las obligaciones
internacionales y no de los perjuicios sufridos por parti-
culares. La inclusión de algunos conceptos nuevos, co-
mo el de crimen internacional ha suscitado, no obstante,
nuevos problemas que aún tienen que ser resueltos, tan-
to en el marco de la responsabilidad de los Estados co-
mo en el proyecto de código de crímenes contra la paz y
la seguridad de la humanidad.

20. En su opinión, la tercera parte del proyecto es ne-
cesaria, puesto que las medidas de ejecución, que tienen
que estar sujetas a un mínimo de reglas de procedimien-
to, permitirían romper el círculo vicioso de las represa-
lias y contrarrepresalias que se adopten. El ejemplo de
la Convención de Viena sobre el derecho de los tratados,
de 1969, pone de manifiesto que, en una situación aná-
loga, se buscó una solución del mismo tipo. Ahora bien,
un protocolo facultativo no sería apropiado porque la
tercera parte del proyecto no impone obligaciones muy
onerosas a un Estado que tenga la intención de adoptar
una de las medidas previstas, mientras que no se puede
decir lo mismo de las convenciones acompañadas de un
protocolo por el que se establece que toda cuestión de
interpretación o aplicación será sometida unilateralmen-
te a la jurisdicción de la CIJ. En el presente caso, el ob-
jetivo es simplemente subordinar las medidas de ejecu-
ción a dos requisitos procesales y a un procedimiento de
conciliación.

21. Las medidas de ejecución de que se trata son medi-
das de reciprocidad y medidas de represalia, y los re-
quisitos procesales consisten en dos notificaciones. Una
vez hechas las notificaciones, en casi cada caso se
pondría en marcha un procedimiento de conciliación.
Sólo sería menester que las partes se reuniesen, y la co-
misión de conciliación se limitaría a formular recomen-
daciones que los Estados serían libres de seguir si lo de-
searan. La sumisión de las controversias a los medios de
solución establecidos en el Artículo 33 de la Carta de las
Naciones Unidas no tiene nada de obligatorio porque,
según el proyecto de artículo 4, si dentro de los doce me-
ses no se recurre a ninguno de esos medios, las partes
pueden someter su controversia a la conciliación, como
se establece en el anexo. Sólo en dos casos puede una
parte someter unilateralmente una controversia a la
CIJ; el primero es el poco frecuente caso de las represa-
lias consistentes en la suspensión del cumplimiento de
obligaciones impuestas por una norma imperativa de
derecho internacional, supuesto en el que el procedi-
miento estaría justificado por el interés fundamental de
la colectividad internacional en la protección de la obli-
gación violada. El segundo caso es el de una controver-
sia relativa a los derechos y obligaciones mencionados
en el artículo 14 de la segunda parte, caso que probable-
mente nunca se plantee, pero que, de darse alguna vez,
constituiría tal afrenta a la conciencia de la colectividad
internacional que la sumisión de la controversia a la CIJ
no suscitaría ningún problema.

22. Ninguna de las disposiciones prohibe la adopción
de medidas de reciprocidad o de represalia una vez que

se ha hecho la segunda notificación, a menos que los Es-
tados interesados puedan recurrir a un medio de solu-
ción pacífica, como se deduce del artículo 10 de la se-
gunda parte y de su comentario (A/CN.4/389, secc. I).
El Estado supuestamente lesionado, por lo tanto, puede
adoptar la medida apropiada y esperar el resultado de
los procedimientos que ha promovido, en particular las
recomendaciones de la comisión de conciliación, que
podrá seguir si lo desea, manteniendo al mismo tiempo
la medida adoptada.

23. Esas disposiciones no establecen obligaciones que
los Estados estimen difíciles de cumplir, y deberían figu-
rar en el cuerpo del proyecto y no en un protocolo facul-
tativo, especialmente ya que los Estados no tropezarían
con ningún obstáculo para adoptar medidas de recipro-
cidad o de represalia. Por otra parte, esas disposiciones
contribuirían a mejorar la situación actual al regular
una materia que hasta ahora se ha dejado al arbitrio de
cada uno. Con todo, tal vez sea posible encontrar un
texto que establezca un mejor equilibrio entre todos los
intereses en juego.

24. Es de lamentar que los miembros de la Comisión
hayan andado siempre apurados de tiempo al examinar
el proyecto de artículos. En realidad, en lo que al orador
concierne, el examen de la segunda parte y quizá, inclu-
so, el de la primera parte no se ha completado todavía.
La Comisión debería tratar de establecer nuevos
métodos de trabajo que le permitieran examinar con
mayor detenimiento esas importantes cuestiones. Por
fortuna, probablemente tendrá ocasión de volver a tra-
tar determinados aspectos en la segunda lectura. De mo-
mento, sin embargo, en vista del tiempo relativamente
breve que se ha dedicado al examen de las partes segun-
da y tercera del proyecto, que la Comisión debería po-
der estudiar con más detalle, sería mejor esperar a cono-
cer las reacciones de los gobiernos en la Sexta Comisión
de la Asamblea General para remitir el proyecto de ar-
tículos de la tercera parte al Comité de Redacción.

25. El Sr. ILLUECA dice que la cuestión de la respon-
sabilidad de los Estados, con sus fascinantes y comple-
jas implicaciones políticas y jurídicas, es de la máxima
importancia porque abarca virtualmente todos los as-
pectos del derecho internacional, cuya unidad queda de-
mostrada en el proyecto de artículos, por el que el Rela-
tor Especial no merece más que elogios. No obstante,
varios miembros de la Comisión han puesto de relieve
ciertos problemas que quizá necesiten la elaboración de
nuevos proyectos de artículos para ser resueltos. A ese
respecto, hay que tener presente el análisis de las difíci-
les situaciones que la Comisión está examinando, y la
Comisión tiene que ponerse de acuerdo sobre una termi-
nología que pueda ser generalmente comprendida.

26. Las limitaciones de tiempo que imponen las
restricciones presupuestarias vigentes significan que los
miembros de la Comisión tienen menos oportunidades
para exponer sus opiniones, y resulta cada vez más evi-
dente que la Comisión tiene que reformar sus métodos
de trabajo para mantener su rendimiento y prestigio.
Sus observaciones serán necesariamente breves, pero
afortunadamente las opiniones de los miembros latino-
americanos y de habla española de la Comisión ya han
sido dadas a conocer en cierta medida.
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27. Por lo que respecta al modo de hacer efectiva la
responsabilidad internacional, es indispensable que el
proyecto de artículos establezca el derecho del Estado
lesionado a la restitutio in integrum, es decir, al res-
tablecimiento de la situación que existía antes del hecho
ilícito. De no ser ello posible, el proyecto debe consignar
el derecho del Estado lesionado a exigir al Estado autor
el pago, no sólo de una suma de dinero correspondiente
al valor del restablecimiento de la situación anterior, si-
no también de una suma que constituya resarcimiento
del daño y que no puede de ninguna manera considerar-
se cubierta por la restitutio in integrum o por el pago de
una suma de dinero en sustitución del restablecimiento
de la situación.

28. Es indudable que el Relator Especial, en el proyec-
to de artículos, ha hecho beneficiar a la Comisión de la
experiencia que acumuló en la Conferencia de las Na-
ciones Unidas sobre el derecho de los tratados y durante
la elaboración de la Convención de las Naciones Unidas
sobre el derecho del mar. No obstante, dada la comple-
jidad de las materias tratadas, la Comisión tendrá que
dedicar más tiempo a la revisión del proyecto de artícu-
los, a la coordinación de sus tres partes y a completar las
reglas para el buen funcionamiento del mecanismo de
arreglo de controversias, que tienen que estar en conso-
nancia con la letra y el espíritu de la Carta de las Na-
ciones Unidas.

29. Sería mejor, por consiguiente, que no se remitiera
por ahora la tercera parte del proyecto al Comité de Re-
dacción. Debería darse a los Estados Miembros la posi-
bilidad de examinar el proyecto de artículos y de expre-
sar sus opiniones en la Sexta Comisión de la Asamblea
General. Entretanto, se procederá a la renovación de la
composición de la Comisión, la cual, con las aporta-
ciones de sus nuevos miembros, podrá completar enton-
ces el proyecto de convención que, en su momento,
debería presentarse a una conferencia de plenipoten-
ciarios.

30. El PRESIDENTE hace uso de la palabra como
miembro de la Comisión y dice que el Relator Especial,
que ha realizado un enorme trabajo en poquísimo tiem-
po, ha hecho posible que la Comisión empiece a ver la
luz a la salida del túnel en que penetró al emprender el
examen del tema de la responsabilidad de los Estados.

31. En su forma actual, la tercera parte del proyecto
parece limitar el modo de hacer efectiva la responsabili-
dad a la segunda parte, pero la primera parte también
plantea problemas a este respecto, aunque sea sólo por-
que es necesario determinar la ilicitud de un hecho y de-
cidir si se dan o no circunstancias que excluyen la ilici-
tud, así como, para empezar, si el convenio que haya si-
do violado era válido. Un Estado puede negar la ilicitud
de un hecho que haya cometido alegando, por ejemplo,
la excepción de fuerza mayor o de legítima defensa. Le
preocupa, por lo tanto, que la tercera parte no incluya
ninguna referencia a la primera, y desearía que se dieran
algunas explicaciones a este respecto.

32. Además, el mecanismo de solución de controver-
sias se aplica sólo a las medidas o contramedidas adop-
tadas por el Estado supuestamente lesionado. Lo cierto
es que una controversia puede plantearse aunque no se
adopte ninguna medida. ¿Cómo, pues, se resolvería una

controversia de esta índole? Se trata de un problema
grave y, para salvaguardar los derechos del Estado le-
sionado, hay que tener en cuenta todos los aspectos po-
sibles del procedimiento de solución de controversias.

33. Las disposiciones (apartados a y b del artículo 4)
que remiten a los artículos 12 y 14 de la segunda parte
atribuyen jurisdicción a la CIJ en el caso de las contro-
versias relativas a cuestiones reguladas en esos artículos,
lo que evidentemente constituye la solución ideal. Aho-
ra bien, ¿ha resuelto la Comisión el problema de la ju-
risdicción en los casos de violación del jus cogens y crí-
menes internacionales, que no son siempre fáciles de
distinguir, puesto que un crimen internacional puede
constituir una violación de una regla de jus cogensl Es
dudoso todavía si un crimen internacional implica la ju-
risdicción universal o la jurisdicción de una corte inter-
nacional. Con arreglo al principio de jurisdicción uni-
versal, todo Estado está facultado para juzgar al autor
de un crimen internacional que haya detenido en su
territorio. Teniendo en cuenta ese principio, ¿cómo se
puede decir que tal proceso cae dentro de la esfera de la
jurisdicción de la CIJ? ¿Estaría obligado del Estado del
foro a suspender el proceso por el motivo de que la
controversia haya sido sometida a la CIJ? Aun en el ca-
so de que el Estado del foro acordase adoptar esa acti-
tud, ¿qué ocurriría en la CIJ?

34. Todas estas cuestiones se deben examinar con más
detenimiento. A este respecto, el Sr. Razafindralambo
ha mencionado el principio de la indivisibilidad de la ac-
ción civil y la acción penal. En el supuesto totalmente
plausible de un crimen que haya sido cometido por un
agente de un Estado que envía y dé lugar a la responsa-
bilidad de este Estado, ese Estado podría invocar el
artículo 14 de la segunda parte para impedir el en-
juiciamiento de su agente en el Estado lesionado y con-
seguir que el asunto se someta a la CIJ.

35. Si se lleva más lejos el análisis, otro problema que
hay que tener presente es el de la responsabilidad inter-
nacional por las consecuencias perjudiciales de actos no
prohibidos por el derecho internacional. Las consecuen-
cias de un hecho internacionalmente ilícito y de activida-
des no prohibidas por el derecho internacional son
comparables, y el procedimiento para hacer efectiva la
responsabilidad, por consiguiente, debe ser muy pareci-
do en ambos casos.

36. No tendría nada que objetar a que el proyecto de
artículos de la tercera parte se remitiera al Comité de
Redacción, pero opina que el Relator Especial debería
poner en conocimiento de la Comisión lo que se propo-
ne hacer a ese respecto. Sin embargo, quedan por
examinar todavía muchas cuestiones pendientes y la
Comisión tendrá que volver a ellas más adelante.

37. El Sr. RIPHAGEN (Relator Especial), al recapitu-
lar el debate, dice que éste duplica, hasta cierto punto, el
debate celebrado en el período de sesiones anterior
sobre su esquema de la tercera parte del proyecto
(A/CN.4/389, secc. II). Ahora se ha hecho un llama-
miento a favor del realismo. Sin duda, la Comisión tiene
que mostrarse realista; sin embargo, como órgano in-
tegrado por juristas internacionales independientes y de-
dicado a la tarea, no sólo de codificar, sino también de
desarrollar progresivamente el derecho internacional,
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debe abordar su cometido con cierta dosis de idealismo.
La Comisión no se tiene que limitar a atenerse a las ob-
servaciones que se formulan en la Sexta Comisión de la
Asamblea General y a acatar la voluntad de los Estados,
sino que tiene que tender al desarrollo progresivo del de-
recho internacional, y, para ello, el realismo no debería
ser llevado demasiado lejos. Sea como fuere, son los go-
biernos los que tienen la última palabra sobre el destino
de los proyectos de la Comisión.

38. Es preciso hacer una segunda observación general
en lo que se refiere al alcance de todo el proyecto. El te-
ma de la responsabilidad de los Estados es sólo una par-
te de un ordenamiento jurídico total, y, por lo tanto, las
disposiciones de la tercera parte tienen que limitarse a
los problemas especiales que plantea la responsabilidad
del Estado. En toda tentativa de aplicar las disposi-
ciones de la segunda parte, es imposible eludir la aplica-
ción de las disposiciones de la primera parte. Del mismo
modo, en toda tentativa de aplicar las disposiciones de
la primera parte, es imposible eludir la aplicación de
normas primarias que no figuran en absoluto en el pro-
yecto de artículos. Si la interpretación y aplicación de
las normas primarias no están sujetas a un procedimien-
to obligatorio de solución de las controversias, el pro-
yecto de la Comisión sobre la responsabilidad de los Es-
tados no puede hacer que lo estén. No puede someter a
un procedimiento obligatorio de solución de controver-
sias todos los casos regidos por el derecho internacional,
por deseable que ello sea. Así pues, el alcance de los artí-
culos de la tercera parte debe limitarse a una situación
concreta. Tienden a imponer procedimientos obligato-
rios de solución de controversias precisamente en una si-
tuación en que existe un peligro de escalada, es decir,
cuando se adoptan o se amenaza con adoptar medidas y
contramedidas y existe un riesgo de empeoramiento de
las relaciones.

39. Se puede trazar cierta analogía entre esa situación
y la nulidad de los tratados. Las relaciones entre los Es-
tados se basan, por supuesto, en la hipótesis de que los
tratados entre ellos son válidos y, en el caso de que se
alegue lo contrario, es necesario resolver primero la
cuestión de la validez. Ambas situaciones no son
idénticas, pero existe cierta similitud con el problema de
las contramedidas.

40. Otra analogía es la que se da con los procedimien-
tos establecidos en la Convención de las Naciones Uni-
das sobre el derecho del mar, de 1982, en relación con la
zona económica exclusiva cuando diferentes Estados
tienen derechos en la misma zona del mar. A los redac-
tores de esta Convención no se les ocultaba que las
disposiciones de fondo relativas a esta materia podían
crear conflictos y, desde el principio, establecieron un
vínculo entre las disposiciones de fondo y los procedi-
mientos de solución de controversias. Tampoco se auto-
rizó, en la Convención de 1982, ninguna reserva con res-
pecto a los procedimientos de solución de controversias.
Todos esos aspectos fueron objeto de una «propuesta
global». Es evidente que la segunda parte del presente
proyecto contiene disposiciones que pueden suscitar un
conflicto entre, por ejemplo, el deber de cumplir una
obligación internacional y el derecho de adoptar medi-
das contra un hecho internacionalmente ilícito cometido
por otro Estado.

41. Ciertamente, la Convención de 1982 establece ex-
cepciones a los procedimientos de solución de contro-
versias conducentes a decisiones obligatorias, pero en
los supuestos a que se refieren esas excepciones se adop-
tan en su lugar disposiciones sobre conciliación obliga-
toria. Esto no es en absoluto comparable al caso del
proyecto de artículos de la tercera parte, en el que sólo
se atribuye jurisdicción a la CIJ en relación con una
cuestión jurídica concreta. Nada cabe objetar a que se
haga una propuesta sobre procedimientos obligatorios
de solución basada en la libertad de elección de los Esta-
dos con respecto a los modos de solución. No es en ab-
soluto contrario al principio de la soberanía que un Es-
tado dé su consentimiento respecto de tales procedi-
mientos de solución de controversias, ni siquiera que lo
dé de antemano. Así se reconoce en la Declaración sobre
los principios de derecho internacional referentes a las
relaciones de amistad y a la cooperación entre los Esta-
dos de conformidad con la Carta de las Naciones
Unidas5. En esta Declaración, el segundo principio, se-
gún el cual los Estados deben resolver sus controversias
internacionales por medios pacíficos, enumera todos los
medios mencionados en el párrafo 1 del Artículo 33 de
la Carta y dice «[...] el arreglo judicial, el recurso a los
organismos o sistemas regionales u otros medios pacífi-
cos que ellos mismos elijan». La aplicación de la segun-
da parte del proyecto no es posible sin la primera parte y
sin las normas primarias de que se trata. Por eso es por
lo que las normas de la tercera parte tienen carácter
supletorio, salvo las que se refieren al jus cogens, los crí-
menes internacionales y la aplicación de la Carta.

42. Otra observación general que se ha hecho durante
el debate es la que concierne a la disposición de los pro-
yectos de artículos. Es obvio que las diversas disposi-
ciones están relacionadas entre sí y que se ofrecen diver-
sas posibilidades para ordenarlas. La tercera parte es en
cierto modo parte de la segunda parte, y el capítulo V de
la primera parte es en cierto modo parte de la segunda
parte. Se trata primordialmente de una cuestión de re-
dacción que quizá corresponda más bien examinar en
segunda lectura, en cuyo momento la Comisión podrá
colocar los artículos por su orden lógico.

43. Se ha mencionado también la cuestión de la
prescripción extintiva o liberatoria, o «statutory limita-
tion», es decir, la pérdida del derecho a invocar la nueva
relación jurídica creada por las normas de derecho inter-
nacional como consecuencia del hecho internacional-
mente ilícito. En su informe preliminar sobre el conteni-
do, las formas y los grados de la responsabilidad
internacional6, el Relator Especial sugirió que la Comi-
sión examinase esa cuestión y formuló la idea de incluir
en la segunda parte, a lo sumo, un artículo del tenor del
artículo 45 de la Convención de Viena sobre el derecho
de los tratados, de 1969. Esa idea no suscitó en aquel en-
tonces ninguna reacción, pero la cuestión puede muy
bien examinarse más adelante. En realidad, en su infor-
me preliminar señaló que ese extremo debía incluirse en
la tercera parte7. Otra solución posible es regular la ma-

1 Resolución 2625 (XXV) de la Asamblea General, de 24 de octubre
de 1970, anexo.

' Anuario... 1980, vol. II (primera parte), pág. 136, documento
A/CN.4/330, párr. 101.

7 Ibid.
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teria como una cuestión de estoppel en el artículo 9 o
quizás el artículo 8 de la segunda parte. El Comité de
Redacción, que ya tiene ante sí los artículos 6 a 16 de la
segunda parte8 tal vez pueda adoptar una decisión.

44. En cuanto a las relaciones entre los diversos proce-
dimientos, la situación ideal, por supuesto, es que todo
quede comprendido en un procedimiento general: los
hechos probados, las cuestiones jurídicas, en particular
la de si se ha cometido o no una violación, y las conse-
cuencias de la violación. Sin embargo, ese planteamien-
to «en globo» no es posible en materia de responsabili-
dad de los Estados. Por eso se propone una separación
de procedimientos en la tercera parte, cuyo proyecto de
artículo 4 se ha tomado poco más o menos de la Con-
vención de Viena sobre el derecho de los tratados. De
conformidad con el apartado a del artículo 4, la juris-
dicción obligatoria de la CU se aplica a la cuestión jurí-
dica de la existencia de una norma de jus cogens. Incum-
birá a la Corte decidir si la supuesta norma de jus cogens
constituye, en las palabras del artículo 53 de la Conven-
ción de Viena, «una norma aceptada y reconocida por la
comunidad internacional de Estados en su conjunto»
como norma de jus cogens. Dada la novedad del con-
cepto de jus cogens, el cometido de determinar la exis-
tencia de una norma de esa naturaleza sólo se puede
atribuir a una autoridad universal como la CU. La fun-
ción de la Corte, pues, es una función limitada, con
arreglo al apartado a del artículo 4. La situación es aná-
loga en lo que se refiere a los crímenes internacionales,
para los cuales el apartado b del artículo 4 prevé la juris-
dicción de la CU, pero también en este caso, la jurisdic-
ción de la Corte tiene carácter limitado.

45. Otra observación general que se ha hecho durante
el debate concierne a las medidas adoptadas con ante-
rioridad a los procedimientos establecidos en la tercera
parte. Cabe por ejemplo, que el Estado A advierta al Es-
tado B de que, si persiste en observar determinada línea
de conducta, cometerá una violación de una obligación
internacional, y que, a raíz de esto, el Estado B informe
al Estado A de que, como todavía no ha ocurrido nada
en realidad, el Estado A está cometiendo una injerencia
en los asuntos internos del Estado B. Ahora bien, exis-
ten cauces diplomáticos por los que se pueden adoptar
medidas para resolver esas cuestiones e impedir que la
situación empeore. No cree que sea necesario especifi-
carlo en el proyecto: en primer lugar, hacerlo así puede
suponer invadir el campo de aplicación de las normas
primarias, y, en segundo lugar, esos contrastes de pare-
ceres de índole diplomática no surtirían ningún efecto
jurídico concreto.

46. Se ha señalado, con razón, que el tema de la res-
ponsabilidad de los Estados, por una parte, y el proyec-
to de código de crímenes contra la paz y la seguridad de
la humanidad y el tema de la responsabilidad interna-
cional por las consecuencias perjudiciales de actos no
prohibidos por el derecho internacional, por otra,
pueden coincidir parcialmente. Ahora bien, la relación
entre ese último tema y el del derecho de los usos de los
cursos de agua internacionales para fines distintos de la
navegación es infinitamente más estrecha que la que
existe entre el proyecto de código de crímenes y el pre-

! Véase supra, nota 3 al final.

sente proyecto de artículos. A este respecto, los
miembros de la Comisión advertirán que la referencia
contenida en el artículo 4 de la tercera parte a la CU
guarda exclusivamente relación con las consecuencias de
un crimen internacional en lo que concierne a las rela-
ciones entre los Estados. Asimismo, el artículo se refiere
al y Ms cogens exclusivamente en el contexto del apartado
b del artículo 12 de la segunda parte, lo que significa que
sólo cuando un Estado considere que otro Estado ha re-
basado, con una medida de reciprocidad o de represalia,
los límites fijados por las normas de jus cogens, podrá
iniciar el procedimiento ante la CU. Si bien es posible
que haya alguna relación entre los temas mencionados,
no se puede hacer nada para evitar la acumulación de
procedimientos hasta que se sepa cómo se han de-
sarrollado estos temas.

47. Se ha advertido también que el Relator Especial no
se ha ajustado exactamente al modelo de la Convención
de Viena sobre el derecho de los tratados, ya que, a te-
nor del proyecto, se excluye la posibilidad de someter las
controversias de jus cogens al arbitraje. Como explicó
en un informe anterior, ello obedece a que, dado su ca-
rácter bilateral y ad hoc, el arbitraje no es un procedi-
miento muy adecuado para los asuntos de jus cogens
que afectan a obligaciones erga omnes. En su opinión,
la fórmula «a menos que las partes convengan de común
acuerdo someter la controversia al arbitraje», que figu-
ra en el apartado a del artículo 66 de la Convención de
Viena, es meramente una cuestión de transacción ver-
bal. De conformidad con el párrafo 1 del proyecto de
artículo 3 de la tercera parte, las partes son libres, por
supuesto, de someter la controversia a ese medio de so-
lución. No obstante, tal vez sea superfluo recordárselo,
a menos que se tenga la intención de hacer una apología
insincera de la idea de la libertad de las partes.

48. Se ha sugerido que se tenga en cuenta la relación
entre la tercera parte y el párrafo 3 del artículo 14 de la
segunda parte, concerniente a los procedimientos po-
sibles en los casos de crímenes internacionales. A su
juicio, la cuestión de si un Estado puede legítimamente
ir más allá de las contramedidas previstas en la segunda
parte del proyecto, fundándose en que el hecho ilícito
constituye un crimen internacional, es algo que puede
ser resuelto por la CU. En un caso de esta índole, la
Corte también tendría que examinar si ese Estado había
tenido debidamente en cuenta lo dispuesto en el
párrafo 3 del artículo 14.

49. Los proyectos de artículos 1, 3 y 4 de la tercera
parte se refieren sólo a determinados artículos de la se-
gunda parte, no por que el Relator Especial considere
que los demás artículos de la segunda parte sean ajenos
a la cuestión, sino porque no estimó necesario enume-
rarlos todos. Análogamente, no es menester mencionar
expresamente el artículo 19 de la primera parte en el
apartado b del artículo 4, que ya contiene una referencia
explícita al artículo 14 de la segunda parte y, por lo tan-
to, una referencia implícita al artículo 19.

50. En cuanto a las cuestiones de redacción, no tiene
ideas muy firmes acerca de las palabras «que desee» del
proyecto de artículo 1, con las que simplemente se
quiere denotar el propósito. Las palabras «otro
Estado», que figuran en el párrafo 3 del proyecto de
artículo 2 y a las que se ha referido el Sr. Reuter (1953/
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sesión), se incluyeron para tener en cuenta las si-
tuaciones que pueden surgir a tenor de lo dispuesto en el
artículo 11 de la segunda parte y en las que un tercer Es-
tado puede verse implicado en una contramedida. Sir
Ian Sinclair (ibid.) ha dado a entender que convendría
especificar más claramente en los artículos mismos el ca-
rácter supletorio de las normas enunciadas en los artícu-
los 1 a 4, y ese aspecto quizá merezca ser examinado en
el Comité de Redacción.

51. Ha habido partidarios y adversarios de las notifi-
caciones a que se refieren los artículos 1 y 2. La primera
notificación, a tenor de lo dispuesto en el artículo 1, es
útil en el sentido de que se debe pedir concretamente al
Estado que presuntamente ha cometido un hecho inter-
nacionalmente ilícito que desista, que dé reparación o
que adopte medidas para impedir la repetición del
hecho. La referencia a «los motivos en que se fundan»
pone de manifiesto que la notificación debe indicar los
hechos y las normas en que se basa. Tal notificación
daría al Estado que supuestamente hubiera cometido el
hecho —que quizá no esté enterado siquiera de la
situación— algún tiempo, por lo menos, para examinar
la cuestión y decidir cuál debe ser su reacción. La segun-
da notificación a tenor del artículo 2 es de carácter total-
mente diferente; es obvio que el Estado supuestamente
autor del hecho tiene derecho a ser notificado de las
contramedidas que el otro Estado se proponga adoptar.
Ambas notificaciones también pueden hacerse al mismo
tiempo, pero sólo en casos de especial urgencia. En su
opinión, una mera nota de protesta por la que se reser-
ven todos los derechos no constituye en modo alguno
una notificación.

52. También se ha criticado la expresión «especial ur-
gencia», que figura en el párrafo 1 del artículo 2. Es
extraordinariamente difícil definir esa expresión, pero
un buen ejemplo es el del artículo 10 de la segunda par-
te, ya que las medidas cautelares adoptadas unilateral-
mente por un Estado suelen ser muy urgentes. Además,
con arreglo al procedimiento previsto, sería posible
controlar la aplicación del artículo 2 y conseguir que los
Estados no recurrieran con excesiva precipitación a las
medidas de reciprocidad o de represalia.

53. El Sr. Calero Rodrigues (ibid.) ha señalado acerta-
damente que las obligaciones con arreglo al Artículo 33
de la Carta de las Naciones Unidas existen con anteriori-
dad al nacimiento de cualquier controversia; no se tiene
ciertamente el propósito, en el párrafo 1 del proyecto de
artículo 3, de dar pie al razonamiento a contrario según
el cual, si no se tiene la intención de adoptar ninguna
otra medida, no es necesario resolver la controversia. La
cuestión de si esto debe enunciarse expresamente es
también una cuestión de redacción.

54. Varios miembros opinan que el plazo de 12 meses
señalado para que los procedimientos enunciados en el
proyecto de artículo 4 puedan surtir efecto es demasiado
largo. Ahora bien, el artículo 4, leído en relación con el
párrafo 1 del artículo 2, tiene por efecto establecer que,
aunque se adopten contramedidas, deben investigarse
las posibilidades de llegar a una solución pacífica de la
controversia conforme a lo dispuesto en el Artículo 33
de la Carta. Esto, por supuesto, necesitaría mucho tiem-
po y, a su juicio, el artículo 4 es bastante flexible para
permitir una solución práctica. La jurisdicción obligato-

ria de la CIJ, con arreglo a lo establecido en los aparta-
dos a y b del artículo 4, también ha sido criticada, pero
la Corte ejercería jurisdicción en un campo muy limita-
do. También es importante recordar que el jus cogens es
un elemento fundamental en todas las relaciones con-
vencionales; como tal interesa a toda la colectividad
internacional y, por consiguiente, incumbe al órgano
judicial de esa colectividad conocer de esas cuestiones.

55. Como ha advertido el Sr. Reuter, el anexo de la
tercera parte es algo diferente del anexo de la Conven-
ción de Viena sobre el derecho de los tratados. En pri-
mer lugar, los párrafos 3 y 4 de dicho anexo no figuran
en el de la Convención de Viena. No se trata, sin embar-
go, de una cuestión de fondo y, por lo tanto, puede exa-
minarse en el Comité de Redacción. La segunda diferen-
cia estriba en los gastos del procedimiento de conci-
liación. Es evidente que son las partes, y no las Naciones
Unidas, las que habrán de sufragar esos gastos. Ese
extremo, asimismo, se puede examinar más adelante.

56. El Sr. Sucharitkul (1954.a sesión) se ha referido al
artículo 12 de la segunda parte, que versa sobre el jus
cogens y la situación con respecto a las inmunidades
diplomáticas, y ha preguntado si existen otras normas
análogas. El Relator Especial no ha conseguido des-
cubrir ninguna, pero quizá otros puedan hacerlo, y po-
nerlas en conocimiento del Comité de Redacción. El Sr.
Sucharitkul ha señalado también que el Artículo 33 de la
Carta menciona el recurso a organismos o acuerdos re-
gionales, como la ASEAN, como medio de solución de
las controversias. Ese punto queda comprendido en la
remisión al Artículo 33 de la Carta que se hace en el
párrafo 1 del artículo 3 del proyecto.

57. El Sr. Ogiso (ibid.) desearía que la tercera parte
fuera mucho más amplia, pero no es posible establecer
un sistema de solución obligatoria de las controversias
que abarque todos los casos posibles. En particular, el
Sr. Ogiso, según ha creído comprender el Relator Espe-
cial, ha dicho en relación con el proyecto de artículo 5
que, en caso de represalias, la controversia siempre debe
someterse a conciliación. También en este caso es muy
dudoso que los Estados estén dispuestos a aceptar esa
idea.

58. El Relator Especial cree haber tratado la mayoría
de las principales cuestiones planteadas durante el deba-
te y se disculpa por no haber podido, por falta de tiem-
po, abordar las cuestiones de detalle. La Comisión, para
expresar su acuerdo general con el planteamiento adop-
tado, podría remitir los proyectos de artículos 1 a 5 de la
tercera parte al Comité de Redacción, aunque, por su-
puesto, éste no tendrá tiempo para examinarlos en el
presente período de sesiones.

59. Tras un cambio de impresiones, en el que partici-
pan el Sr. FRANCIS, el Sr. BARBOZA, el Sr. DÍAZ
GONZÁLEZ, Sir Ian SINCLAIR y el Sr. JACOVI-
DES, el PRESIDENTE propone que la Comisión remi-
ta al Comité de Redacción la tercera parte del proyecto
de artículos sobre la responsabilidad de los Estados.

Asi queda acordado.

Se levanta la sesión a las 13.10 horas.


